
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DERECHO A LA LIBERTAD / TUTELA CONTRA INCIDENTE DE DESACATO / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
… vale la pena recordar que, específicamente cuando se cuestiona alguna decisión en el trámite de un incidente de desacato, la Corte Constitucional tiene dicho que:

“Esta Corporación ha sostenido que excepcionalmente es posible cuestionar mediante la acción de tutela la decisión que pone fin al trámite incidental del desacato cuando se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido proceso, de cualquiera de las personas que fueron parte en la tutela previamente resuelta. La acción de amparo procede en este caso cuando, (i) además de estar ejecutoriada la providencia que resuelve el desacato, se (ii) reúnan los requisitos generales y se (iii) configure por lo menos una de las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales…
… es clara la improcedencia del amparo de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


Y es que al revisar los documentos aportados con el escrito de tutela, se evidencia con claridad que la demandante no ha radicado ante el juzgado ninguna solicitud para que sea cancelada la orden de arresto en ese preciso incidente de desacato…
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Acta N° 40 del 6 de febrero del 2019      
Decide la Sala la impugnación propuesta por Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda en esta acción de tutela que instauró contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira.
ANTECEDENTES

Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira en la que aduce la violación de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la libertad.

Narró, en síntesis, que hasta el 31 de julio del año 2017 tuvo la calidad de Administradora de Agencia de Cafesalud E.P.S.; en tal virtud, solo hasta esa fecha, llevó la obligación de cumplir con los fallos de tutela proferidos contra esa entidad; que ese deber recae, a partir del 1° de agosto de ese mismo año, en el representante legal judicial de Medimás E.P.S.

Por lo anterior, el 27 de julio del año 2018 radico 8 memoriales ante el juzgado accionado, mediante los cuales solicitó la inaplicación de las sanciones impuestas en unos incidentes de desacato, y puso en conocimiento igual cantidad de órdenes de arresto, proferidas por ese despacho, que se encuentran vigentes en la página de la Policía Nacional.
Denunció que ha tenido que soportar una serie de obstáculos para la resolución de lo solicitado.  

Pidió, en consecuencia, ordenar al juzgado cancelar los 8 oficios de captura librados en su contra, declarar que el trámite adelantado para sancionarla constituye una vía de hecho y que se deje sin valor ni efecto la sanción impuesta en dichas actuaciones. 
El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción y como prueba ordenó, que la célula judicial encartada remitiera los incidentes de desacato en los que fue sancionada la accionante; decretó una medida provisional, consistente en cancelar las 8 órdenes de captura libradas contra la accionante. 
La titular del juzgado encartado explicó que, en efecto, la accionante allegó 8 memoriales para 6 incidentes de desacato a sentencias de tutela, dado que se entregaron de a dos, para los radicados 2016-394 y 2014-255.

Que en el “2016-394” mediante auto de fecha agosto 10 de 2018, se le hizo saber a la peticionaria que por parte del despacho no se libró oficio al Comandante de Policía para la retención, por cuanto luego de imponer la sanción, por control de legalidad, se reinició el incidente en contra de los actuales obligados.

En el “2016-971”, desde el año 2017 ya se había dejado sin efecto la sanción, comunicando a las autoridades de policía desde esa fecha; la accionante solicitó a la secretaría copia del oficio, la que se expidió.

Que en el incidente “2017-419”, por auto de noviembre 10 de 2017, se hizo control de legalidad y se ordenó dejar sin efectos sanción contra la accionante, por no ser ya encargada en esa fecha; se libró oficio comunicatorio en esa fecha, lo que se hizo saber a la peticionaria por autos de julio 30 y octubre 10 de este año. Se expidió copia del oficio.
En la tutela radicada “2014-255”, en el cuaderno del sexto incidente, al primer memorial presentado, se le hizo saber que ya no recaía orden de arresto en su contra, y frente al segundo memorial se decidió librar nuevo oficio a la Policía Nacional, recordando la pérdida de efectos de la orden anteriormente dada, lo que se realizó con oficio 4994 de agosto de 2018.

En el incidente radicado “2006-787”, por auto de noviembre 10 de 2017 se ordenó dejar sin efectos la sanción impuesta a la actora y en esa fecha se remitió oficio en ese sentido. La accionante solicitó copia del oficio, la que se expidió.

Y que en el radicado “2016-793”, desde el 10 de noviembre de 2017 se dejó sin efecto la sanción, que existe sanción vigente contra los actuales directivos y que se expidieron copias de la providencia.
También hizo saber que, en virtud de la medida provisional decretada en esta acción de tutela e insistiendo en la comunicación de pérdida de efecto de las sanciones se libraron 6 oficios, relacionados con los 6 incidentes de desacato mencionados en el amparo. 





Sobrevino la sentencia que, en virtud de la contestación del juzgado accionado, en la que se hizo evidente que expidió unos oficios comunicando la pérdida de los efectos de las sanciones impuestas a la demandante, lo que en últimas es el cometido del amparo, cesó la actuación por haberse superado el hecho que lo motivó, ello en virtud de lo consagrado en el artículo 26 del decreto 2591 de 1991. 




Impugnó la demandante quien informó que aún continúa vigente, en la página de la Policía Nacional, una orden de arresto relacionada con la acción de tutela con radicado “2016-00165”; solicitó ordenar al Juzgado oficiar a esa autoridad para que descargue esa sanción en su contra. 
   



En esta sede, se decretó como prueba, obtener copia de las piezas procesales pertinentes que atañen con el incidente de desacato “2016-165”.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y a la libertad, que estima conculcados en consideración a que el juzgado, en el trámite de unos incidentes de desacato, omite adelantar las gestiones pertinentes para que sean descargadas unas órdenes de arresto que aparecen en su contra en la página de la Policía Nacional.
En primera instancia, se dijo, el juzgado declaró superado el hecho que originó el presente amparo, habida cuenta de que, con las gestiones del despacho accionado y los últimos oficios enviados por la funcionaria encartada con destino a la Policía Nacional, para que fueran canceladas las órdenes de arresto contra la accionante, había quedado satisfecha la pretensión tutelar.

Y con esa decisión coincide la Sala, en lo que atañe al trámite de los procesos identificados con los radicados “2017-419, 2016-971, 2006-787, 2016-394, 2016-793 y 2014-255, porque, realmente, carece de objeto cualquier orden que se imparta en aquellos asuntos, si se tiene en cuenta, además, que según informó la actora, ya no aparecen cargada alguna orden de arresto en relación con ellos; en tal virtud se confirmará la sentencia en lo que toca con la decisión a la que se arribó sobre esos trámites.
Sin embargo, se recuerda, la accionante quedó inconforme, porque, según comunicó en la impugnación, aún falta que se descargue de la página de la Policía Nacional una orden de arresto relacionada con el incidente de desacato con radicado “2016-165”.




Para el efecto vale la pena recordar que, específicamente cuando se cuestiona alguna decisión en el trámite de un incidente de desacato, la Corte Constitucional tiene dicho que:





Esta Corporación ha sostenido que excepcionalmente es posible cuestionar mediante la acción de tutela la decisión que pone fin al trámite incidental del desacato cuando se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido proceso, de cualquiera de las personas que fueron parte en la tutela previamente resuelta. La acción de amparo procede en este caso cuando, (i) además de estar ejecutoriada la providencia que resuelve el desacato, se (ii) reúnan los requisitos generales y se (iii) configure por lo menos una de las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.





Y sobre la acción de tutela contra providencias judiciales, reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían esa circunstancia
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 





En este caso, se insiste en ello, la accionante, en la actualidad, hace estribar la presunta vulneración a su derecho fundamental al debido proceso, de la orden de arresto que aparece en la página de la Policía Nacional, en relación con el incidente de desacato “2016-165”, la que según denuncia, no se descarga por omisión del despacho enjuiciado.




Frente a ello, dígase de una vez, es clara la improcedencia del amparo de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”





Y es que al revisar los documentos aportados con el escrito de tutela, se evidencia con claridad que la demandante no ha radicado ante el juzgado ninguna solicitud para que sea cancelada la orden de arresto en ese preciso incidente de desacato, en efecto, solo aparecen solicitudes para los trámites con radicado 2017-419 (f. 7), 2016-971 (f. 9), 2006-787 (f. 12), 2016-394 (f. 14 y 23), 2016-793 (f. 16), 2014-255 (f. 20 y 22).

Además, según lo deja ver la copia del expediente que se obtuvo en esta sede (f. 7 a 30), no hay evidencia alguna acerca de que la interesada le haya formulado al Juzgado la petición que por medio de este medio eleva.
Así que solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante la demandante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía de la acción de tutela. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben a la funcionaria de la causa. 




Por tanto, se confirmará la sentencia de primera instancia en lo que tiene que ver con la decisión a la que arribó en relación con los incidentes de desacato 2017-419, 2016-971, 2006-787, 2016-394, 2016-793 y 2014-255, se adicionará un numeral para declarar la improcedencia del amparo en relación con la pretensión que atañe con el incidente de desacato 2016-165. 

No sobra señalar, en todo caso, que las copias obtenidas permiten concluir que también en ese caso, a pesar de no haber mediado petición, la funcionaria dispuso dejar sin efecto la sanción de arresto (f. 26 a 29, c 2) y el oficio respectivo fue entregado en la Fiscalía General el 24 de abril de 2017. Si tal orden fue desatendida, también de ello debe informar la accionante al Juzgado, para que pueda adoptar las medidas pertinentes, pero ha omitido hacerlo, lo cual ratifica la aludida improcedencia.  





 DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 3 de diciembre de 2018, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda inició frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira–Risaralda, en lo que tiene que ver con la decisión a la que arribó en relación con los incidentes de desacato 2017-419, 2016-971, 2006-787, 2016-394, 2016-793 y 2014-255.




Se ADICIONA para declarar improcedente el amparo en relación con la pretensión que atañe con el incidente de desacato 2016-165. 

   



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA

           Ausencia justificada   
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Acta N° 42 del 7 de febrero del 2019
Procede la Sala, de manera oficiosa, en uso de lo prevenido por el artículo 286 del Código General del Proceso, a corregir la sentencia dictada dentro del presente asunto el pasado 6 de febrero del presente año.

ANTECEDENTES

Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda accionó frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, en aras de la protección de los derechos fundamentales que allí consignó; así, en primera instancia, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, le dio impulso a la demanda y profirió sentencia el 4 de diciembre del año 2018. Dicha providencia fue impugnada por la parte actora y la Sala desenlazó el asunto con  fallo del 6 de febrero último.

No obstante, en la parte resolutiva quedó escrito que el fallo en primera instancia fue proferido “el 3 de diciembre de 2018, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal”.

CONSIDERACIONES

Salta a la vista el involuntario error en el que se incurrió en la parte resolutiva del fallo, comoquiera que se consignó un despacho y una fecha que no corresponden con la realidad.
Ante un yerro de esa naturaleza, el C.G.P., se encargó de prever en su artículo 286 que: 

 Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético, puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto.

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso.

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio de palabras o alteración de éstas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella. 

Así se procederá, entonces, en este caso. 
DECISIÓN

De acuerdo con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, CORRIGE el primer inciso de la parte resolutiva de la providencia calendada a febrero 6 de 2019, que quedará así: 

“En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la Republica y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia proferida el 4 de diciembre del año 2018, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda inició frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira–Risaralda, en lo que tiene que ver con la decisión a la que arribó en relación con los incidentes de desacato 2017-419, 2016-971, 2006-787, 2016-394, 2016-793 y 2014-255.”
Entérese a los intervinientes de esta decisión por un medio expedito.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA

Ausencia justificada
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